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INTRODUCCIÓN


La Cátedra Jorge Eliécer Gaitán fue establecida desde 2006, dentro del convenio entre la Universidad Nacional de Colombia (UNC) y el Ministerio de Educación Nacional (MEN), por el cual la Universidad se comprometió a establecer la Cátedra y a administrar el Centro que lleva su nombre, para exaltar la memoria del egresado y catedrático Jorge Eliécer Gaitán. Es un escenario académico para la presentación y la discusión de temas de trascendencia nacional e internacional, dentro del ámbito de la pluralidad, la democracia, la justicia y el respeto de los derechos humanos. En esta ocasión, la Cátedra convocó en forma amplia la participación del público, de las instituciones, de las organizaciones sociales, y de la comunidad académica, en torno al análisis de la cuestión Indígena y su significado para el fortalecimiento de la nación colombiana.


Con la Constitución Política de 1991, se reconoció la diversidad cultural y étnica constitutiva de la nación. A pesar de dicha declaración jurídica, la estructura institucional, normativa y las prácticas sociales y políticas no se han transformado sustancialmente; por ello, son evidentes las limitaciones al ejercicio y disfrute de los derechos humanos de los pueblos Indígenas. En el plano internacional, la aprobación del Convenio 169 de 1989 y de la Declaración universal de los derechos de los pueblos Indígenas, han significado un gran logro en materia de soberanía territorial, autodeterminación y participación, así como de reconocimiento, promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos Indígenas; sin embargo, en Colombia persisten prácticas y medidas que reducen y vulneran sus derechos fundamentales. Fue por ello que el Grupo de investigación Plebio, vinculado con la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales y el Instituto de Genética, propuso el tema de la Cátedra Jorge Eliécer Gaitán en el segundo semestre de 2008, para contribuir desde la Universidad a la reflexión sobre el significado y los retos de una nación pluriétnica y multicultural.


La Universidad Nacional de Colombia, sede Bogotá, auspiciando la iniciativa presentada por el Grupo de investigación Plebio, aprobada y apoyada por la Dirección Académica de la sede Bogotá, desarrolló en la cátedra en mención el tema “Naciones Indígenas en los Estados Contemporáneos”. Para la estructuración del programa y la realización de diversas sesiones se contó con la participación de la Organización Indígena de Colombia (ONIC).


La Cátedra tuvo como objetivos resaltar la importancia de la nación colombiana conforme a los principios de la Constitución Política, el Convenio 169 de 1989 y la Declaración Universal de los Derechos de los Pueblos Indígenas; presentar perspectivas y enfoques en la conformación de una sociedad intercultural; y dar mayor visibilidad a la resistencia y a la lucha por los derechos de los pueblos Indígenas.


Con la publicación y difusión de las memorias de la Cátedra Jorge Eliécer Gaitán Naciones Indígenas en los Estados contemporáneos se ofrece un documento de estudio para organizaciones e investigadores de los asuntos Indígenas, que cubre ejes temáticos clave para los pueblos Indígenas, presentando la voz y la expresión de líderes, académicos e investigadores. Por razones de la lucha Indígena, en el país, algunos líderes no pudieron participar. Tal fue el caso de Ayda Quilcué, Indígena del pueblo Nasa, dirigente de la Gran Minga de 2008, y quien fuera por esa época consejera mayor del Consejo Regional del Cauca (CRIC).


Mientras la Cátedra se desarrollaba durante el segundo semestre de 2008 sin su intervención como conferencista, Ayda Quilcué enseñaba y ayudaba a extraer nuevas lecciones de la lucha de los pueblos Indígenas agredidos por un gobierno significativamente antiindigenista, y sobre todo, lideraba procesos de resistencia y reivindicación orientados a la exigibilidad de derechos colectivos. Como mujer Indígena al frente de la Gran Minga, Ayda movilizó el pensamiento, la voluntad y la solidaridad de miles de personas con las que recorrió desde La María (Piendamó, Cauca) hasta Bogotá. Sus lecciones de coraje, orgullo, persistencia y dignidad Indígena, se conocieron más allá de las fronteras nacionales. El Gobierno y sus Fuerzas Armadas no estuvieron dispuestos a tolerar la reclamación de los derechos Indígenas y agredieron permanentemente la movilización Indígena como se mostró a través de varios videos presentados en la Cátedra{1}. También quisieron sancionar la actitud ejemplar, desafiante y digna de esta gran lideresa Indígena; el 16 de diciembre de 2008, miembros Ejército Nacional dispararon contra el vehículo en el que supuestamente se trasladaba Ayda; aunque ella salió ilesa de este atentado por no viajar en el vehículo, los disparos cegaron la vida de su esposo Edwin Legarda.


Cuando los organizadores y estudiantes de la Cátedra esperábamos la llegada de la Gran Minga a la UNC, sede Bogotá, en noviembre de 2008, nos vimos sorprendidos por la negativa inicial de las directivas de la Universidad para alojar a los caminantes en los predios universitarios. Luego de acuerdos cuyos detalles no conocimos, se le permitió a la Gran Minga el ingreso y la estadía en la ciudad universitaria, pero fue imposible todo contacto directo entre la comunidad universitaria y los líderes y miembros de la marcha.


A pesar de contratiempos de diversa naturaleza, el esfuerzo conjunto entre la ONIC y el equipo organizador de la UNC permitió contar con la participación de líderes Indígenas, profesores universitarios, investigadores de Bolivia, Canadá, Colombia, Ecuador, Guatemala, México y Perú. Algunos de los conferencistas entregaron textos de sus presentaciones. Sin embargo, la mayoría de los documentos incluidos en esta memoria son el resultado de transcripciones que se revisaron en cuanto a estilo y que luego fueron remitidas a los autores para su aprobación. Las referencias bibliográficas corresponden a cada intervención y no están agrupadas por capítulos. La fase de revisión y aprobación de las versiones finales para su publicación fue demasiado dispendiosa e infortunadamente no se obtuvo una respuesta oportuna en varios casos. Con todo, luego de dos años se logró reunir un valioso material con el cual se ha realizado la presente edición.


Los materiales se han agrupado incluyendo en la parte inicial las palabras de inauguración, expresadas por los profesores José Francisco Acuña, decano de la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales, Víctor Vera, entonces director del Instituto de Genética y Gabriel Ricardo Nemogá Soto, líder del grupo de investigación Plebio y responsable de la organización de la Cátedra Jorge Eliécer Gaitán en esta oportunidad. Por su profundo contenido, la intervención de la profesora Madeleine Dion Stout, en la sesión inaugural, se incluye en la sección “Mujeres Indígenas en la lucha de sus pueblos”.


Seguidamente se presentan diferentes contribuciones, iniciando con la sección sobre “Pueblos Indígenas y Estados multiculturales”. En la primera conferencia, el exconstituyente y ex senador Lorenzo Muelas revela las reivindicaciones, los acuerdos y las frustraciones vividas internamente en las discusiones y negociaciones de la Asamblea Nacional Constituyente de 1991, quien, además del análisis sobre el proceso constituyente muestra un balance de los alcances de la Constitución Política de 1991, una reflexión muy pertinente luego de dieciocho años de su expedición. Luis Evelis Andrade, consejero mayor de la ONIC, señala los términos reales de la situación de los pueblos Indígenas, a pesar de los reconocimientos formales de derechos en los instrumentos jurídicos. Su exposición es enriquecida por la concepción fundamental de derecho de los pueblos Indígenas, reivindicada desde diferentes pueblos con denominaciones como derecho mayor, derecho propio o ley de origen. El ex senador Indígena Gerardo Jumi llama la atención sobre hitos importantes en la lucha del movimiento Indígena, como preámbulo a su exploración sobre la posibilidad de construcción de un modelo de Estado y de un sistema político propio. Gregorio Mesa aporta un análisis de los derechos fundamentales, haciendo énfasis en reconocer los derechos étnicos como procesos, más que como normas, y en ese sentido, argumenta la necesidad de reconocer los derechos fundamentales como derechos colectivos y no solo como derechos individuales.


En la siguiente sección, los temas sobre “identidad y cultura Indígena” son abordados por investigadores y líderes Indígenas. La contribución de François Correa consiste en hacer una reflexión profunda sobre lo Indígena y lo étnico en la legislación del Estado. Examina las diferentes acepciones vertidas en los textos legales desde los años sesenta para nominar lo Indígena, pero no como una cuestión semántica, sino ideológica y política, matizada por las contingencias históricas. La cuestión de fondo es que el Estado, en últimas, se abroga la facultad de definir quién es Indígena y quién no lo es, y por este medio también llega a determinar la existencia o no de los pueblos y comunidades. Es en esta discusión que se inscribe el proceso de la comunidad Taganga presentado por Ariel Daniels de Andreis, la lucha por la existencia y el reconocimiento de esta comunidad Indígena, descendiente directa de los indios Taganga que encontraron los españoles a su llegada a la costa Caribe. El texto final de esta sesión, contribución de William Usaquén, permite acercar la discusión sobre identidad étnica a los desarrollos de la biología y la genética de poblaciones, para dispersar la idea de que la identidad Indígena podría encontrarse en los genes y afrontar las interpretaciones derivadas de una equivocada comprensión de la genética.


La sección sobre “Mujeres Indígenas en la lucha de sus pueblos” incluye la presentación de algunas mujeres Indígenas que se han destacado por su papel y su trabajo en función de los intereses de sus comunidades. Madeleine Stout, Indígena del pueblo Cree de Canadá, es una mujer con reconocimiento nacional e internacional por sus investigaciones y contribuciones en el tema de salud Indígena. En su intervención comparte su visión sobre las características y relaciones entre las naciones Indígenas de Canadá y el Estado canadiense, brindando una visión personal sobre las experiencias de miles de aborígenes que sufrieron innumerables atrocidades en los internados religiosos (residential schools) establecidos en las reservas Indígenas. Leonor Zalabata, Indígena del pueblo Aruhaco de la Sierra Nevada de Santa Marta, comparte su visión como dirigente Indígena por la dignidad y la vigencia de los derechos humanos. La intervención de Karmen Ramírez, dirigente del pueblo Wayúu, deja claro que los problemas y amenzas sobre los pueblos Indígenas no se distribuyen según el género; la agresión armada, el desplazamiento y la explotación de los recursos naturales en los territorios Indígenas afectan por igual a hombres, mujeres, niños y adultos.


La contribución de Karmen es un documento histórico sobre la lucha del pueblo Wayúu en Colombia por su identidad e integridad territorial.


En la parte final, Victoria Neuta, del pueblo Muisca, resalta diferentes documentos de cumbres Indígenas que han puntualizado las preocupaciones centrales de las mujeres Indígenas.


La sección sobre “Territorio, biodiversidad y salud” agrupa el texto de Alberto Achito, quien pone de presente los retos que amenazan la integridad del territorio Indígena, no solo desde la realización de megaproyectos sino desde las iniciativas legislativas que buscaban desconocer los derechos Indígenas; así como los textos de Rodrigo de la Cruz y Gabriel Nemogá, que presentan elementos de análisis sobre los derechos de los pueblos Indígenas en relación con el conocimiento tradicional y la biodiversidad. En la participación de Jorge Marino Barragán, se muestra cómo la Organización Gonawindúa Tayrona ha logrado interactuar con el sistema de salud para construir un modelo de salud intercultural Indígena en la Sierra Nevada de Santa Marta. Se documentan los avances en la constitución de un modelo de salud normalmente excluido de las concepciones biomédicas, individualistas y uniculturales dominantes.


En la sección “Educación e iniciativas productivas propias” las contribuciones giran en torno a la educación propia y los vínculos con procesos productivos. El significado de la etnoeducación es presentado por Eudocio Becerra, quien refiere sus reflexiones a su comunidad de origen Uitoto, en el Amazonas. Los logros de la Universidad Intercultural Jatun Yachay Wasi en Ecuador son planteados por su rector Manuel Pomaquero Minta, quien describe cómo se ha logrado enfocar los problemas de la educación Indígena desde un punto de vista andino-ecuatorial, revalorizando el conocimiento ancestral. Víctor Jacanamajoy comparte su visión sobre el aprendizaje y la enseñanza a partir de las plantas, desde la cultura del pueblo Inga.


En esta sección se incluye la contribución de Nidia Catherine González, quien documenta particularidades de la cultura Nasa (conocida también como Paéz) resaltando su capacidad de resistencia y adaptación a retos pasados y contemporáneos. En su texto se describe, con riqueza, connotaciones culturales del pueblo Nasa, tales como su particular dimensión espacio-tiempo, al igual que las lecciones de resistencia histórica y los aportes políticos que ha hecho este pueblo. Finalmente, Fabiola Piñacué, dirigente del pueblo Nasa, presenta una iniciativa productiva que parte de miembros de su pueblo, basada en la hoja de coca, la cual ha enfrentado todo tipo de agresiones legales y fácticas.


Por último, los textos reunidos en la sección “Participación, derecho Indígena y derecho internacional” incluyen los aportes de investigadores nacionales y de pueblos Indígenas de otros países. Jacqueline Romanov, investigadora canadiense, señala los logros y las limitaciones del derecho internacional en el análisis de tres casos que han sido estudiados por la Corte Interamericana de Derecho. En el texto del diputado mexicano Carlos Martínez, se destaca el valor histórico que tiene la presencia y el reconocimiento de sesenta y dos pueblos Indígenas y los retos de la conformación de una nación multicultural, incluso en un país como México, con una población Indígena mayor al diez por ciento (aproximadamente doce millones). La comunidad, la vida asamblearia son presentadas como formas propias de ser Indígenas, desplegadas en sus múltiples manifestaciones y alcances nacionales e internacionales, destacando su vigencia frente a las tendencias arrolladoras del capitalismo y la llamada globalización. Por su parte, los diputados mexicanos Marcos Matías, Martha Cecilia Díaz y Wenceslao Herrera ayudan a comprender la situación de los pueblos Indígenas en México, y el significado de su participación en cuerpos de decisión política como parte de su lucha por la reivindicación de los derechos Indígenas. En todas las intervenciones, pero particularmente en la de Wenceslao Herrera, se destaca la importancia de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas aprobada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (ONU). Por su importancia y proyección para los derechos de los pueblos Indígenas, este último documento se incluye en los anexos de la presente publicación.


Al final se incluyen en el anexo otros documentos legales de importancia primordial para los pueblos Indígenas.


Esta Cátedra se pudo realizar gracias a los programas desarrollados y auspiciados por la Dirección Académica de la sede Bogotá de la Universidad Nacional de Colombia, a su personal profesional y técnico, a la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales, y al Instituto de Genética. Igualmente, se debe destacar y agradecer la participación entusiasta de los consejeros de la ONIC y, desde luego, el apoyo inicial de integrantes y amigos del grupo de investigación Plebio, los monitores académicos y estudiantes auxiliares de la Cátedra, en particular las labores de coordinación de Helberth Choachí. En forma especial, debo agradecer el apoyo incondicional y profesional de Nidia Olaya Prada, abogada egresada de la Universidad Nacional de Colombia e Indígena Pijao, quien participó en la planeación inicial de la Cátedra y en sus diferentes etapas, incluyendo la fase final de edición de estas memorias. Agradezco también a Cecilia Bonilla, quien contribuyó con la revisión gramatical de la gran mayoría de los textos. Sin embargo, las limitaciones que puedan encontrarse en esta edición son responsabilidad exclusivamente mía.


Quienes reconocemos ser descendientes de pueblos que habitaban el territorio colombiano a la llegada de los conquistadores, como el pueblo Muisca, vemos cómo la Universidad, y en general el sistema de ciencia y tecnología, siguen excluyendo a los pueblos aborígenes que constituyen la nación colombiana. No ha sido, ni será suficiente, una Constitución Política que reconoce los derechos de los pueblos Indígenas y la igualdad de todas las culturas para su vigencia efectiva. La Cátedra Jorge Eliécer Gaitán del segundo semestre de 2008 y la publicación de las memorias es apenas un paso en la orientación hacia el reconocimiento de la diversidad y el diálogo intercultural que requiere nuestra nación.


GABRIEL RÍCARDO NEMOGÁ SOTO PH. D.


Responsable de la Cátedra Jorge Eliécer Gaitán 2008, segundo semestre: “Naciones indígenas en los Estados contemporáneos"


Líder del grupo de investigación Plebio{2}




PALABRAS DE INAUGURACIÓN


FRANCISCO ACUÑA VIZCAYA


Profesor asociado, Universidad Nacional de Colombia


Decano de la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales, sede Bogotá


Hace dieciséis años aproximadamente iniciamos un tránsito por terrenos desconocidos para nosotros, en un explorar y comprender cómo eran la vida, la cultura y el ser de los pueblos Indígenas. En ese tránsito hacia lo desconocido para nosotros, tuvimos la oportunidad de dirigir algunos grupos de investigación y recorrer algunos lugares propios que conservaban el nido de nuestras culturas ancestrales. Llegamos al norte de Colombia y nos recreamos en la cultura Wayúu, con largos periodos de investigación; allí comenzamos por preguntarnos cómo podía ser la integración entre un concepto de Estado social de derecho con los conceptos de pueblo, nación y pertenencia que tenía el pueblo Wayúu, y que mostraba una gran fortaleza en su permanencia, a pesar de las agresiones permanentes que sufría. Eso nos llevó a entender rápidamente que quienes estábamos atrasados éramos nosotros, porque creíamos que se estaba generando una evolución del Estado de derecho al estado social, cuando en verdad estos pueblos se habían mantenido en su estado social, y que más bien, el derecho era una práctica que ellos tenían como un dato natural de convivencia y no como unas categorías abstractas que servían para guiarlos o modelarlos, tal como nosotros lo tenemos.


Eso fue muy importante, porque inmediatamente nos surgió otra duda que nos obligó a averiguar dónde radicaba el conflicto entre conceptos que nosotros tenemos, como delito, derecho penal, procesos, penas, etcétera, y el significado que ellos dan a dichos conceptos.


El gran problema nuestro como investigadores consiste en que vamos cargados de prejuicios lingüísticos y conceptuales, y de una metodología positivista para la investigación que, finalmente, nos hace estrellar. Nos estrellamos porque, en verdad, allí lo que nosotros considerábamos un delito era una alteración de un orden social cultural que se tenía y, por tanto, era susceptible de ser llevado a una composición justa de esa alteración. Quedamos sorprendidos, ya que nuevamente habíamos pensado que estábamos inventando métodos alternativos de solución de conflictos, y los habíamos aprendido desde una racionalidad occidental, especialmente venidos de Europa y los Países Bajos, y considerábamos que todo eso de la intervención comunitaria era algo novedoso y digno de imitar. En verdad, hacía muchos años y muchos siglos que el pueblo Wayúu practicaba esto: la solución alternativa del conflicto, la composición del conflicto, la armonía de su conjunto social y cultural y su cosmovisión; y había organizado todos los elementos necesarios para que esto se mantuviera.


Acompañados por personas de estos pueblos Indígenas, recorrimos la baja, la media y la alta Guajira; dormimos en rancherías; estuvimos pendientes de los ritos de los muertos; nos amamantamos en la formación y en la creación de la adultez de la mujer, los encierros de los cuarenta días; la formación; el significado de los collares; de los chivos; de los dichos; llegamos hasta a aprender algunos, por ejemplo, cuando molestábamos y decíamos que era “un indio sin chivos” para poder significar lo que ellos indicaban al decir que estaba empobrecido, o que estaba en un lugar social que no le correspondía.


Otro problema que tuvimos cuando avanzábamos en el tiempo era que no nos habíamos dedicado a aprender su lenguaje, el Wayúunaiki; y llegábamos con el nuestro y recreábamos todo el mundo Wayúu a partir del significado lingüístico que le dábamos, y no podíamos penetrar a ese mundo de los significados, a ese rico mundo representativo que tenía el pueblo Wayúu, lo que nos obligó a retirarnos para no violentar la comprensión de esa cultura. De esos largos años de investigación quedan algunos textos. He rescatado uno para este evento, titulado: Resolución de conflictos en la comunidad Wayúu e imputabilidad en el siglo XIX. El cuerpo como evidencia probatoria, del grupo que dirijo: Criminología y sociedad.


Posteriormente tuvimos contacto con este pueblo y observamos, en los últimos años, un deterioro fundamental de su territorio. Muchas causas pudimos notar sin ser investigadores exhaustivos: la internacionalización violentó territorios, resquebrajó valores, creó conflictos que hoy hacen parte de la inquietante destrucción de la cultura Wayúu. Fenómenos como el paramilitarismo, que penetraron allí, hicieron estragos en el territorio. Algunos lugares que se consideraban sagrados los estamos utilizando para el turismo; y ello muestra que hay una necesidad de reevaluar y comprender qué hacer por estos territorios. El concepto de territorio aquí no es el concepto geográfico, sino también el espacio simbólicamente construido, ya que cuando nosotros hablamos con ellos nos dicen que son ciudadanos de toda América Latina y, efectivamente, ellos van a Venezuela y regresan a Colombia, y consideran que todo ello es su territorio.


Esto es apenas una introducción a la Cátedra que realiza el profesor Nemogá con el apoyo del profesor Víctor Julio Vera, de la sede, y de todos los que hemos estado atentos a estas inquietudes. Muchos otros territorios visitamos: estuvimos pendientes de la creación de Pueblo Bello y de la situación político administrativa que se presentó con la creación de este municipio y la destrucción del territorio arhuaco. Estuvimos en Nabusimake aprendiendo siempre y comprendiendo la importancia que le dan los arhuacos a la naturaleza, y muchas otras enseñanzas que nos dejó el vivir allá. Tratamos de hacer un poco de arqueología jurídica visitando algunos pueblos a los que hace más de 150 años se les destruyó su territorio y su cultura, como el pueblo Pijao, al cual tengo el orgullo de pertenecer; mirando los procesos de recuperación cultural que se hacían, pero que, al igual que como sucede con los Wayúu, con los arhuacos y con todos los pueblos Indígenas (ochenta y dos, creo, que aún conservamos), estamos en momentos difíciles de una agresividad violenta hacia su cosmovisión, de un malentendido concepto de globalización y de un malentendido concepto neoliberal de introducción de la economía.


Todos estos temas son los que se conversarán con ustedes y muchas acciones deberán salir de esta conversación. Estaremos muy atentos ante el debatir con la racionalidad occidental, de la que seguimos nosotros pensando que deja mucho que desear, tal como lo han manifestado los mismos occidentales, como por ejemplo, los de la Escuela de Fráncfort con sus ataques a la racionalidad moderna. Seguimos pensando que nosotros tenemos un gran potencial en lo que popularmente llamamos la malicia Indígena, que no es otra cosa que la forma de conocer el mundo por medio de la intuición, por medio de como sentimos, entonces actuamos; es la forma como nuestros pueblos Indígenas mantienen y acrecientan su cultura y su sabiduría, manteniéndolos vigentes a pesar del concepto hegemónico de racionalidad.


Las cátedras son las encargadas de la profundización conceptual y metodológica de estos temas. Felicito nuevamente al profesor Nemogá y a todo su equipo por esta Cátedra, augurándoles éxitos rotundos en esta conversación con nuestros pueblos Indígenas.




VÍCTOR JUUO VERA ALFONSO


Profesor asociado, Universidad Nacional de Colombia


Director del instituto de Genética, Universidad Nacional de Colombia


Quiero resaltar un poco lo que ha sido para la Universidad la presencia del programa cátedras universitarias. A través de este programa, la Universidad Nacional de Colombia ha ofrecido un espacio a la comunidad académica y a la ciudadanía en general, para tener como referente situaciones que normal o anormalmente se presentan, y mostrarles cuál es el estado de los desarrollos que se están dando, tanto científica como tecnológicamente.


¿Cuál es el fin de una cátedra universitaria? Su fin es establecer espacios de discusión donde se puedan confrontar, a la luz pública, todos los desarrollos que se han dado en los campos mencionados. Esta es una forma de enriquecer el entorno donde está ubicada la Universidad Nacional de Colombia, además de permitirle cumplir con el papel misional de fortalecer el acceso al conocimiento y su desarrollo.


Nosotros, a través de esta Cátedra y de todas las otras cátedras que se están dando en este programa, vemos que las fronteras del campus han trascendido; que hemos tenido un espacio muy importante para el análisis, para la discusión y para la reflexión; además de que, con esta Cátedra, nosotros establecemos una manera de confrontar temas culturales, científicos y tecnológicos, desde una perspectiva interdisciplinar.


Con la Cátedra Jorge Eliécer Gaitán, creada en 2005 pero iniciada en 2006, se ha buscado establecer una metodología enfocada a las conductas de tipo social. La convocatoria institucional que la Universidad hace a todas las facultades e institutos que la conforman, con el fin de establecer temas prioritarios, nos congrega en este semestre alrededor del tema que ubica a la nación dentro de ese contexto que la misma Constitución de 1991 estableció para un país donde hay una sociedad pluriétnica y multicultural. Espero que este esfuerzo llevado a cabo por el profesor Nemogá, tenga los alcances que él se ha trazado. Les deseo a todos los asistentes un feliz reencuentro con estos temas, un ventilar de todas las cuestiones que les son comunes y muchos éxitos.




GABRIEL RICARDO NEMOGÁ SOTO


Profesor asociado, universidad Nacional de Colombia


Director de la Cátedra Jorge Eliécer Gaitán, segundo semestre de 2008,


director de la Maestría en Biociencias y Derecho,


líder del grupo de investigación Plebio


Agradezco a los profesores Víctor Vera, Estrella Esperanza Parra, Francisco Acuña Vizcaya, Carlos Zambrano, a las personas que colaboran con esta iniciativa de la Dirección Académica y del grupo de investigación Plebio. Igualmente el entusiasmo, el interés y la colaboración que hemos podido construir con la Organización Nacional de Autoridades Indígenas (ONIC) para la realización de esta versión de la Cátedra Jorge Eliécer Gaitán, y, por supuesto, a todos los asistentes y participantes que tenemos en este evento.


La reducción de los pueblos Indígenas como constante histórica


El tema de las naciones Indígenas y su relación con los Estados contemporáneos no resulta del azar, no se trata de palabras elegidas por casualidad. El núcleo de la Cátedra no parte de terminología referida a grupos étnicos, etnia, comunidades, minorías étnicas, que cobra un sentido reduccionista cuando se aplica a pueblos Indígenas que tienen un origen ancestral, una cultura, un territorio, una forma de organización social y una particular forma de ser. El tema central de la Cátedra se ocupa de un asunto que atraviesa la redefinición y el carácter de muchas naciones y Estados actuales. En algunos contextos sociales y culturales ha implicado procesos de reorganización política y de redefinición del carácter de la nación. Los pueblos Indígenas adquieren cada vez mayor visibilidad y protagonismo político nacional e internacionalmente, a pesar de las orientaciones que han predominado en la política indigenista de los Estados.


En un momento de afirmación de los pueblos Indígenas como el que vivimos, el título tiene la intención de provocar reflexiones y discusiones en torno a la línea principal de la política del Estado en relación con los pueblos Indígenas.


Una política sin solución de continuidad, que desde la Colonia hasta la época actual, se puede caracterizar como reducción


Frente a las diversas manifestaciones de esa política, los pueblos Indígenas han venido recuperándose de los procesos de exterminio, pasando de la resistencia a la afirmación política de la diversidad cultural, la afirmación de la autonomía, el derecho propio, la medicina tradicional y la educación propia.


Desde su llegada, los colonizadores españoles reaccionaron frente a la diversidad espiritual y cultural de los habitantes nativos. Se dudó y negó su carácter como seres humanos, y se aplicó una política para reducir sus diversas manifestaciones culturales y espirituales, con el fin de convertirlos a la “civilización”. La Iglesia abogó por su reconocimiento como personas y puso todo su dispositivo para comprobar que los Indígenas tenían alma, desarrollando un proceso de conversión compulsiva religiosa, muchas veces violenta. El propósito fundamental de estas campañas fue la reducción de la diversidad cultural, de las diferentes manifestaciones espirituales, de los diversos dioses que los Indígenas tenían, y su conversión al politeísmo de santos e imágenes establecidos por la Iglesia católica.


Como sabemos, los pueblos Indígenas no fueron reconocidos como entidades políticas, sino tratados como botín encontrado en el territorio dominado y fueron utilizados en todo tipo de oficios, trabajos y servidumbres. La población Indígena pronto fue diezmada en su conjunto por la ruptura cultural y social, y por los mecanismos violentos de sujeción que se impusieron sobre hombres y mujeres, cuando ellos quisieron rechazar la dominación y la expropiación de su riqueza cultural, espiritual y material.


La reducción no solo se ejerció sobre sus manifestaciones espirituales y culturales, sino sobre sus propias vidas


La población Indígena fue diezmada por las nuevas enfermedades y por la sobreexplotación en trabajos intensivos. Los datos más conservadores hablan de una reducción a seiscientos mil habitantes en 1580, de una población inicial de cuatro millones en 1500. La extracción de metales preciosos, especialmente oro, núcleo y base del capitalismo mercantil predominante, se hizo mediante la intensificación de los métodos de trabajo de los Indígenas, bajo regímenes de desplazamiento territorial y la utilización forzada de la mano de obra. Oro, esmeraldas y recursos sistemáticamente localizados, buscados y explotados en detrimento de la salud, el bienestar y el futuro de los pueblos Indígenas.


La reducción no fue solo espiritual, cultural, poblacional, sino que se enfocó también en los recursos de los Indígenas


Las poblaciones sedentarias, que a la llegada de los españoles tenían producción agrícola y acumulación de excedentes, fueron reducidas solo a una parte de su territorio para ser controladas y, sobre todo, para extraer su excedente, que ahora pasaba a satisfacer las necesidades del conquistador. Concentración del trabajo Indígena para un mayor control. Las autoridades coloniales asignaron a los Indígenas la calidad de súbditos y vasallos del rey para cobrar el tributo que se abrogaba la Corona española.


Las tumbas fueron desenterradas con el pretexto de sepultar los cuerpos en cementerios conforme a la doctrina católica, pues la tradición de enterrar a los jefes y ancianos Indígenas en sus patios, con sus vestimentas y sus posesiones, se condenó como sacrilegio. Para tranquilidad de la Iglesia y de los curas, y para asegurar la salvación de las almas, los restos debían ser desenterrados y sepultados cristianamente, imponiendo prácticas que permitían apropiarse de las posesiones de oro con que habían sido enterrados los caciques u otros miembros con jerarquía.


Las tierras Indígenas fueron ocupadas y repartidas por merced o gracia real, por venta o por justa composición. Los Indígenas fueron reducidos a resguardos, porciones de su territorio original que la Corona española “concedía” a sus originales poseedores. Más tarde operaría la disolución de los resguardos para expropiar directamente las tierras productivas a los Indígenas.


La reducción no fue solo espiritual, cultural, poblacional, material, sino también territorial


Las corrientes de reforma borbónica hacia el final del Estado imperial español buscaban disolver los resguardos y también a la población Indígena. Ahora se proponía el mestizaje como núcleo del Nuevo Reino. El mestizaje, como orientación de la política colonial decadente, significaba la reducción paulatina de los Indígenas, la disolución de su sangre para formar una nueva nación, que según los postulados de la reforma borbónica, se levantaría sin atrasos ni atavismos, consagrada y reconocida en el panteísmo religioso católico.


Estas ideas no pasaron desapercibidas para la élite criolla de origen español que a comienzos del siglo XIX reclamó la independencia para una nueva república. El proyecto libertario no se liberó de la ideología borbónica respecto a los Indígenas. Una vez derrotado el ejército realista, Bolívar se propuso en sus primeros decretos de 1810 y 1820 superar las formas de propiedad y vida colectiva, imponer el mestizaje como ideario de la nueva nación y parcelar las mejores tierras para darlas en “donación” a los patriotas. Como una constante casi histórica, cada dictador elige sus “patriotas” a los que quiere repartir las tierras, a costa de la reducción territorial de los pueblos Indígenas.


La inauguración de la era republicana en 1886 no abandonó el plan de reducir forzosamente a la población Indígena a la “civilización”, al credo religioso católico. La Ley 89 de 1890 buscaba la reducción de la “población salvaje” a la religión católica. Sobre esta base, el Congreso de la República y el Gobierno republicano clasificaron a los Indígenas en población salvaje, semisalvaje y civilizada, sobre el criterio de su conversión a la religión católica. Esta ley estableció cincuenta años como plazo para desintegrar los territorios de propiedad colectiva de los Indígenas. Entendiendo la importancia de la cultura y la espiritualidad en un pueblo, el proyecto republicano estableció el concordato con la Iglesia católica, a la que le otorgó la tutela y la educación de los Indígenas en el país.


La integración, nuevo lenguaje para lograr la reducción


Los años cincuenta del siglo pasado conocieron otro lenguaje para lograr la reducción. Se empezó a hablar de la integración y el desarrollo. En 1958, por primera vez, se creó una dependencia del Gobierno para asuntos Indígenas, pero no en el Ministerio de Gobierno, sino en el Ministerio de Agricultura y Ganadería. La Ley 81 de 1958 se estableció para el fomento agropecuario de las comunidades Indígenas. La creación del Incora y la Ley de Reforma Agraria en los años sesenta y setenta se inscribieron dentro de una política de integración: la constitución de resguardos para la población de selva y llanos y, al mismo tiempo, la disolución de resguardos para permitir la expansión de la propiedad privada en las mejores tierras de la región Andina. Es en 1967 que la Ley 31 aprueba el Convenio 107 de 1957 para la “protección e integración de las poblaciones Indígenas y tribales”.


La integración de las poblaciones Indígenas se había convertido ya en una política internacional.


Podría afirmarse que con posterioridad a los años ochenta, la política internacional, a través de convenios de la Organización Internacional de Trabajo, empieza a hacer un reconocimiento de la persistencia y la vigencia de las identidades Indígenas. Sin duda, el Convenio 169 de 1989, ratificado en Colombia en 1991, establece parámetros que implican el reconocimiento de la autonomía de los pueblos, de la diferencia cultural, de las particularidades en la educación y en la medicina de los pueblos Indígenas. En Colombia, desde luego, el punto de quiebre en el marco jurídico es la Constitución Política de 1991, que reconoce la diversidad étnica y cultural de la nación, superando en el texto escrito la visión monoétnica y monocultural que había servido de fundamento a la nación colombiana; un proyecto que negaba la verdadera composición del país, con la esperanza de que la marginalidad, el desplazamiento, la conversión a la religión cristiana, la educación y los proyectos productivos de integración eliminarían definitivamente la composición Indígena de nuestra nación.


¿La Constitución Política de 1991 constituyó el fin de la política de reducción en el Estado colombiano?


Aunque el texto constitucional cambió, la realidad institucional y política no se transformó radicalmente. En los ámbitos local y central las autoridades siguieron negando los derechos de los pueblos y comunidades Indígenas. Han sido significativas las acciones de tutela necesarias para que la Corte Constitucional declare que los pueblos Indígenas son sujetos colectivos de derecho, distintos en naturaleza a las asociaciones que se crean por la suma de individuos: se trata de pueblos ancestrales titulares de derechos colectivos fundamentales.


Pero la reducción como política está lejos de haber concluido y persiste como constante histórica. Hace más de cien años un estadista liberal señalaba:


Como se ve, la población cristiana posee apenas una reducida porción de la parte central de esa enorme área llamada Colombia: casi toda la circunferencia está en poder del salvaje, que posee también las regiones más fértiles [...]. De manera que en la mayor porción del suelo patrio no pueden establecerse familias nacionales o extranjeras sin exponerse a los ataques de los bárbaros (Uribe Uribe, 1907, citado en Findji, 1983).


Y más tarde otro estadista conservador enfatizaba:


[...] en nuestra vecindad inmediata, encima del trópico de Cáncer, hay una vasta sociedad humana, definitivamente constituida e industrializada, la que habita la América Septentrional [.] que ambiciona y que necesita disfrutar del inmenso almacén de materias primas que se encuentran en nuestro suelo, y que posee todos los recursos y la técnica necesarios para aprovecharlos (Gómez, citado en Vasco, 2002).


Hoy un estadista, que no es ni liberal ni conservador, ha negociado un tratado de libre comercio en el que los pueblos Indígenas no han participado, un tratado que, por el contrario, los pueblos Indígenas han rechazado categóricamente. Ese tratado es una continuación de la política de reducción de la población Indígena. Primero, porque omitió la participación y el punto de vista de los pueblos Indígenas en materias sensibles culturalmente para la nación como la biodiversidad y el conocimiento tradicional; y segundo, porque los macroproyectos de inversión en la extracción de los recursos naturales “que ambiciona y que necesita disfrutar” el imperio del norte, afectará necesariamente los territorios Indígenas, como ya los ha venido afectando.


La reducción como política del Estado colombiano ha sido una constante. Primero se redujo el territorio de los Indígenas, luego se les dijo que no eran propietarios del subsuelo de su territorio porque este pertenecía al Estado. Pero los recursos sobre el suelo y la superficie también se siguen reduciendo. La fallida Ley Forestal introducía el concepto de vuelo forestal para declarar la libre explotación de recursos forestales en territorios Indígenas. Si bien esta Ley fue declarada inconstitucional, la Ley de Desarrollo Rural es una clara manifestación en contra de los pueblos Indígenas, pues detiene la titulación de resguardos y amenaza la existencia de los ya reconocidos. Adicionalmente, los derechos de los pueblos Indígenas sobre sus recursos biológicos se han reducido, porque el Estado ha declarado que la información genética contenida en los recursos biológicos es del Estado.


Es por esto que esta Cátedra tiene lugar en la Universidad Nacional de Colombia, la Universidad de la nación, y nuestra nación está constitucionalmente reconocida por su diversidad étnica y cultural. Este reconocimiento es solo el comienzo de una práctica y de un ejercicio que les permitirá a los pueblos Indígenas ser sujetos activos de su historia como parte de la nación. Que sus sistemas de conocimiento no sean subordinados a un sistema científico, sino que participen en la creación de conocimiento que sirva a la nación multiétnica y cultural. Que sean incorporados en la investigación como sujetos activos para resolver los problemas que afrontan los pueblos Indígenas. Que sus necesidades sean reconocidas y que los proyectos sean formulados para servir a sus comunidades, de manera que podamos dar fin al proceso de reducción que ha caracterizado las relaciones entre el Estado colombiano y los pueblos Indígenas.


Hoy tenemos un gran reto para los pueblos Indígenas en Colombia: revertir la política de reducción y profundizar las acciones de afirmación de la identidad cultural, el ejercicio del autogobierno y la autonomía, la educación propia, la economía propia y el derecho propio o la ley de origen. En el plano internacional, es importante destacar que, a diferencia de la mayoría de los gobiernos del mundo y de Latinoamérica, el Gobierno colombiano actual, vergonzosamente, se abstuvo de ratificar la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas{3}. Aunque no es un instrumento vinculante, hoy en día en el mundo no se adelanta ninguna discusión sobre el respeto de los derechos de los pueblos Indígenas si no se tiene en cuenta como trasfondo dicha Declaración.


La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas reconoce derechos como:


ARTÍCULO I. Los Indígenas tienen derecho, como pueblos o como personas, al disfrute pleno de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, reconocidos por la Carta de las Naciones Unidas, la Declaración Universal de Derechos Humanos y la normativa internacional de los derechos humanos.


ARTÍCULO 2. Los pueblos y las personas Indígenas son libres e iguales a todos los demás pueblos y personas y tienen derecho a no ser objeto de ningún tipo de discriminación en el ejercicio de sus derechos, en particular la fundada en su origen o identidad Indígenas.


ARTÍCULO 3. Los pueblos Indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese derecho determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural.


ARTÍCULO 4. Los pueblos Indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, manteniendo a la vez su derecho a participar plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, social y cultural del Estado.


ARTÍCULO 26. 1. Los pueblos Indígenas tienen derecho a las tierras, territorios y recursos que tradicionalmente han poseído, ocupado o de otra forma utilizado o adquirido. 2. Los pueblos Indígenas tienen derecho a poseer, utilizar, desarrollar y controlar las tierras, territorios y recursos que poseen en razón de la propiedad tradicional, u otra forma tradicional de ocupación o utilización, así como aquellos que hayan adquirido de otra forma. 3. Los Estados asegurarán el reconocimiento y protección jurídicos de esas tierras, territorios y recursos. Dicho reconocimiento respetará debidamente las costumbres, las tradiciones y los sistemas de tenencia de la tierra de los pueblos Indígenas de que se trate.


ARTÍCULO 31. 1. Los pueblos Indígenas tienen derecho a mantener, controlar, proteger y desarrollar su patrimonio cultural, sus conocimientos tradicionales, sus expresiones culturales tradicionales y las manifestaciones de sus ciencias, tecnologías y culturas, comprendidos los recursos humanos y genéticos, las semillas, las medicinas, el conocimiento de las propiedades de la fauna y la flora, las tradiciones orales, las literaturas, los diseños, los deportes y juegos tradicionales, y las artes visuales e interpretativas. También tienen derecho a mantener, controlar, proteger y desarrollar su propiedad intelectual de dicho patrimonio cultural, sus conocimientos tradicionales y sus expresiones culturales tradicionales. 2. Conjuntamente con los pueblos Indígenas, los Estados adoptarán medidas eficaces para reconocer y proteger el ejercicio de estos derechos.


La Declaración tiene cuarenta y seis artículos y cada uno de estos representa una reorientación necesaria y urgente frente a la política de reducción que ha aplicado sistemáticamente el Estado colombiano en su relación con los pueblos Indígenas.
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PUEBLOS INDÍGENAS Y ESTADOS MULTICULTURALES
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LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 Y 
LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE COLOMBIA{1}



LORENZO MUELAS HURTADO


Gobernador del pueblo Misak o Guambiano


Buenas tardes para todos. Gracias al profesor Gabriel Ricardo Nemogá, al profesor Luís Guillermo Vasco{4}, y a la asamblea de este auditorio que nos honra con su presencia. Hoy me han convocado para hacer mi exposición sobre la Constituyente de 1991, de la cual fui partícipe. Pero antes quisiera explicar por qué los pueblos Indígenas, las organizaciones Indígenas, tomamos la decisión de participar en ese momento histórico por el que estaba pasando Colombia.


Nosotros veníamos de un largo proceso de reivindicaciones de los derechos que nos vulneraron, que nos violaron a través de la historia, hechos que todos conocemos. Los pueblos Indígenas sabíamos perfectamente que existían unos derechos muy antiquicios, vernáculos, originarios de estas tierras, los cuales el pueblo guambiano y sus autoridades denominaron Derecho Mayor, los arhuacos Ley de Origen, los u’was Ley Natural. En ese momento histórico en que Colombia se estaba preparando para el cambio de lo que los políticos y legisladores llaman la Carta Magna, se estaba dando el cumplimiento del Quinto Centenario del inicio de la invasión europea a nuestros territorios y a nuestras vidas, con la que precisamente se inició todo ese proceso de violación de nuestros derechos. Entonces, nosotros quisimos participar porque sabíamos de ese derecho preexistente, de ese derecho natural que nunca se descompone, que no tiene vencimiento, que no prescribe, el cual se le había desconocido a nuestros pueblos, a nuestros antepasados, a nuestros abuelos, a nuestros padres y a nosotros mismos, y con la pérdida de esos derechos, que nuestros antepasados nos legaron, nos hicieron sufrir violentamente.


Los hombres extraños que llegaron a este Continente no nos reconocieron como seres humanos, no nos reconocieron como pueblos, no reconocieron que teníamos derechos. Simplemente nos calificaron como objetos, y no como sujetos de derecho. Muchos pueden pensar que es una exageración mía, pero no lo es. Una ley del siglo 19 aún calificaba a los Indígenas colombianos como salvajes, como dementes, como incapaces de conducir nuestro destino, como menores de edad, aunque uno fuera mayor de 50 años; en la misma norma éramos también declarados, condenados, a ser pobres de solemnidad. Y esta norma, que aún sigue siendo vigente, fue debatida y aprobada en el Congreso de Colombia y sancionada por el gobierno de esa época, lo que demuestra que NO era un error, sino un hecho pensado, analizado, debatido y aprobado. Por eso, antes de empezar, quiero leer un artículo de prensa que registra este hecho jurídico y su abolición, después de la Constituyente. Dice así:


La Corte Constitucional derogó ayer tres artículos de una ley del siglo pasado, que definía a los Indígenas como ‘salvajes’, sin derechos y susceptibles de ser castigados si faltaban a la moral cristiana. La legislación que había sido promulgada en 1890 establecía la manera en que “deben ser gobernados los salvajes que se vayan reduciendo a la vida civilizada”. De esta manera, la alta corporación acabó el martes con un “exabrupto legislativo” que regía desde hace 105 años y que autorizaba a someter a castigo a los aborígenes que no profesaran el cristianismo.


De igual forma, las normas de esa ley ahora derogadas privaban a los Indígenas de los derechos y deberes inherentes a la mayoría de edad, ya que se les daba el trato de menores de edad.


La ley que definía a los aborígenes como ‘salvajes’ fue promulgada cuando la mitad de los 2 millones de habitantes que tenía Colombia eran indios. En la actualidad solo el 2.9% de la población colombiana es aborigen.


La Corte dejó sin vigor dicha legislación en una sesión cuya ponencia fue del presidente de dicha Corporación, Carlos Gaviria. Abril 14 de 1996.


Entonces, hace solamente unos trece años que los Indígenas de Colombia somos reconocidos como ciudadanos con plenos derechos. Yo, siendo delegatario de la Asamblea Nacional Constituyente, tenía 55 años de edad en ese momento, y según esa norma fui menor de edad, fui salvaje, demente, incapaz de conducir mi propio destino.


Ese hecho que nos causó tanto dolor y tristeza lo he sentido como una gran tragedia humana a través de la historia. Y es ésta la que nos ha hecho a nosotros, al movimiento Indígena de ese momento, tomar decisiones para arriesgarnos a llegar a la Constituyente, a buscar las posibilidades con el apoyo de la sociedad nacional no Indígena y, por fortuna, pudimos lograrlo. No se, ustedes nos ayudarán a analizar si esto fue para bien o para mal.


Pero en ese momento tomamos esa decisión. ¿Por qué?


Yo empecé diciendo que llegaron los hombres extraños y nos arrebataron nuestras tierras, nos sometieron, nos humillaron, nos esclavizaron con las armas, y luego usaron nuestra fuerza de trabajo en sus ganaderías, en sus granjas, en todo aquello que a ellos les interesaba para desarrollar su economía en estos territorios, en nuestras tierras. Y así, nuestros antepasados fueron sometidos a lo que ellos al comienzo llamaron la encomienda, posteriormente la mita y finalmente la terrajería.


Yo soy hijo de terrajero y terrajera, y he hecho mi reflexión profunda de que en mi infancia, en mi niñez, y hasta en mi adolescencia, no entendía, no sabía qué era lo que estaba pasando con nosotros, no sabía por qué había tanta carencia. Había tantas tierras que uno veía, pero no estaban en nuestro poder, no estaban en poder de nuestros padres, y NO nos dejaban cultivar. Por eso sufríamos mucho. Ser terrajero era ser un vil miserable, una especie de gamín de los que se pueden ver en las grandes ciudades.


Pero nosotros, aunque habiendo sido convertidos en gente muy pobre -que originalmente no lo éramos, sino que nos empobrecieron-, tenemos el honor de haber mantenido nuestra dignidad, pues nunca fuimos mendigos.


En eso nos da la dignidad de nuestros antepasados, abuelos, padres y de nosotros mismos.


Por eso, las reivindicaciones de la lucha Indígena se iniciaron con el Derecho Mayor. En ese proceso nosotros también hemos cometido errores, entre ellos el de solamente exigir los derechos, olvidándonos un poco de los deberes. En eso hemos fallado. Pero hoy lo estamos reconociendo, tratando de corregir esos errores, asumiendo que tenemos unos derechos, pero también unos deberes que cumplir, para con nuestros abuelos, nuestros padres, nuestros espíritus, nuestros dioses, nuestra madre naturaleza.


Entonces, parecía que para los Indígenas colombianos, para los Indígenas del Cauca, para los Indígenas de mi municipio de Silvia, para los


Indígenas terrajeros guambianos, la vida era imposible; era imposible vivir. En algún momento yo llegué a pensar que uno para qué habría nacido. Pero nuestros abuelos, nuestras abuelas, taaanto nos insistieron, tanto nos dijeron: estas tierras nosotros NO las hemos vendido, NO las hemos enajenado, estas tierras nos las quitaron violentamente; estas tierras, algún día ustedes tendrán que recuperarlas, tendrán que hacer algo por ellas, que por esa insistencia en algún momento nació un germen muy pequeño que fue creciendo cada vez más.


Mientras tanto yo andaba por ahí volando. Como yo había renegado que para qué yo habría nacido, pues yo me había alejado de mi tierra donde nací. En algún momento regresé y encontré unos abuelos, unas abuelas, tocando esta música que ustedes acaban de escuchar, la que llamamos música de flauta y tambor, que hacía mucho tiempo no había vuelto a escuchar. Los tambores estaban ahumados, de igual manera las flautas, del humo producido en los fogones de los ranchitos donde vivían. Era gente muy pobre, pero allí estaban, escuché la música, y eso como que me llamó, me jalonó. Por eso yo quiero mucho esa música, nunca me canso de escucharla, aunque nunca pude ser músico, pues no nací para ese fin.


Los tantos vejámenes y todas las enseñanzas de nuestros abuelos hicieron que nos precipitáramos, creo que sin estar suficientemente preparados para ese evento tan importante, de tanta trascendencia; pero nos arriesgamos. Me encontré con unos amigos no Indígenas que veían que de pronto podríamos, si no resolver nuestra situación económica, política, identitaria, al menos lograr algo, si participábamos en esa Constituyente. Y ahí estuvimos, ahí estuve, me presté para eso.


Algunos Indígenas no creían que fuera posible. Como yo hablaba y hablaba y hablaba, y decía que había que participar, pelear, y hacer reconocer los derechos políticos, económicos y culturales, algunos Indígenas decían: bueno, lancemos a Lorenzo al agua, sin salvavidas, a ver qué pasa. Ellos querían estar en la barrera, y yo me presté para eso. Y haciendo mi propio y modesto análisis, creo que no hemos fracasado; hemos hecho reconocer algunos derechos, aunque no se logró como lo queríamos, como están contemplados en el Derecho Mayor. Ustedes saben muy bien que en la Constituyente hubo muchos intereses, así como también nosotros los tuvimos. Por eso nosotros no pudimos avanzar mucho; pero creo que logramos unas importantes definiciones en ese momento.


¿Qué recuerdo yo de la Constituyente? ¿Qué dije yo como Constituyente en ese momento? Teníamos un enorme interés, no solamente en la situación Indígena, sino en la totalidad del problema nacional: el problema de los afro-descendientes, de los campesinos, y también el de las gentes marginadas que encontramos en las grandes ciudades. En mi intervención en el Debate General{5} dije que el pueblo, Indígena y no Indígena, veía la situación del país como una serie de plagas que habían caído al jardín colombiano, y que esas plagas se podían resumir en: la inseguridad de la vida; la falta de trabajo, de tierra y de conocimientos; el imperio de la injusticia; la corrupción de la política; el secuestro del poder; y la destrucción de la naturaleza. También dije que nuestra propuesta consistía en una serie de remedios para asegurar el mejoramiento continuo de la situación, los cuales eran: asegurar la existencia de la vida; asegurar las libertades de las gentes y disminuir las desigualdades entre los poderosos y el pueblo; asegurar mecanismos reales que permitieran mejorar la vida económica y social; asegurar la participación real de la población en la dirección del Estado. Manifesté que a estos remedios íbamos a brindar nuestro decidido apoyo, en un intento por ayudar a construir una Colombia mejor. Expresé además que:


Dentro de este panorama estamos los Indígenas que no sólo afrontamos las mismas plagas de los colombianos, sino que además sufrimos la discriminación por ser distintos a los demás, porque hablamos diferente, pensamos diferente, sentimos diferente, actuamos diferente. Por eso reclamamos el reconocimiento de la diversidad; y no se trata de una simple diversidad étnica, cultural, geográfica, sicológica o de costumbres, sino de algo más profundo, de una diferencia humana en términos reales, históricos, lingüísticos y de pensamiento, diversidad hasta en la concepción del mundo.


Y solicité por lo tanto a los Constituyentes la construcción de una Constitución de acuerdo a nuestros tiempos y basada en nuestra realidad. Indiqué también que no bastaba con proclamar que Colombia es un país multiétnico y pluricultural, sino que era necesario que los derechos fundamentales de los pueblos Indígenas y de las minorías étnicas quedaran taxativamente plasmados en el texto de la Constitución porque, después de 500 años de desconocimiento, no podíamos someternos al capricho interpretativo de posteriores legisladores.


Así iniciamos nuestra participación en la Asamblea Nacional Constituyente. Fueron 150 días de un arduo trabajo. ¿Cuál fue, el resultado de este enorme esfuerzo, de ese enorme desgaste? Yo debo reconocer mi ingenuidad en la política, pues pensaba que todo lo que se decía y hacía en el escenario, en los debates, y que todo lo que se aprobaba, una vez hecho, una vez salía del escenario, de las comisiones, sería respetado. Yo todavía no había entendido con qué clase de gente, con qué personajes estaba yo ahí. Yo todavía no había caído en cuenta. Sabía que no eran mis amigos, que no eran mis compañeros y mucho menos mi gente, sabía que estaba en otro mundo, en otra realidad, pero no creí que hubiera gente de la que uno debía desconfiar tanto. Me equivoqué también ahí. ¿Qué pasó?


Yo creo que muchos colombianos no se enteraban de lo que pasaba al interior de la Asamblea Nacional Constituyente. No sabían del desprecio, por lo menos hacia mi, por mi traje, el mismo que hoy ustedes observan. Yo sufrí por pensar distinto, por ser distinto, por hablar distinto a ellos. Querían que yo no fuera a un escenario tan importante, donde se debatía la alta política de este país, con este traje; me dijeron verbalmente que viniera vestido decentemente, con un vestido decente como el de ellos. Hubo mucha presión para que yo me desmontara el sombrero de mi cabeza. Y tuve que rebelarme contra todo eso; me rebelé. Creo que la opinión pública nunca se enteró de esto.


Como tampoco nunca se enteró la opinión pública del forcejeo interno que mantuvimos durante los 150 días. Hubo algunos personajes que, aunque no fueran mis amigos, como la verdad nuestra es tan grande, no podían negar el derecho de nuestra existencia. En cositas simples nos respaldaban, en cositas que no eran importantes decían: Lorenzo, Lorenzo, te voy a apoyar, mira que estoy votando a favor. Me llamaban. Pero cuando se tocaban los derechos fundamentales, el caso de los territorios Indígenas, ahí sí nos negaban el apoyo.


Creo que me ha ido bien en la Comisión Segunda, donde yo estaba. Pudimos avanzar hasta la primera ronda. En esa primera ronda nos fue bien en la Plenaria; ganamos cosas importantes ahí. Pero cuando ya nombraron la comisión accidental que llamaron Comisión Redactora, y que yo no sabía ni qué era, se fueron para una finca que se llama Yerbabuena y allá, en la mesa de redacción, nos saquearon, nos robaron todo lo ganado en cinco meses. Cuando llegó el proyecto para la vuelta definitiva habían desaparecido casi todos los artículos que habíamos introducido, los artículos que habíamos ganado con el apoyo de muchos delegatarios. Esto sucedió tres días antes de la culminación de la Asamblea Nacional Constituyente, cuando ya las comunidades Indígenas que habían estado presentes para respaldarnos habían regresado a sus tierras, a sus casas, confiados y seguros, contentos, porque ya habían sido aprobados los artículos en los que se reconocían sus derechos. Uno de mis asesores leyó muy rápidamente y me llamó para decirme eso, que ya no habían regresado los artículos, y me dijo las siguientes palabras que tengo grabadas en mi mente: Lorenzo, te regresás a tu casa con la historia de que llegaste aquí a la Constituyente y quedás contándole a la gente que lo que habíamos ganado nos lo robaron, te vas para tu tierra, para tu casa, con la cabeza gacha, o aquí armás un tierrero. Él como asesor no podía hacer más que hacerme ver y entender lo que estaba pasando.


Entonces los tres Constituyentes Indígenas, que éramos Francisco Rojas Birry, Alfonso Chepe Peña y yo, con el apoyo de otros constituyentes, creo que tomamos una buena decisión. Nosotros ¿qué hicimos? Nos levantamos de las curules y denunciamos ante el país y ante el mundo la manipulación del gobierno, su responsabilidad y la de sus delegatarios por este atropello, y nos rehusamos a firmar la Constitución en esas condiciones. Afortunadamente muchos delegatarios demócratas y muchas gentes del común nos apoyaron, y en una ardua confrontación con el gobierno logramos al tercer día que se nos devolviera al menos parte de lo que habíamos ganado.


Quedando sólo un día para finalizar, estaba yo sentando en uno de los pasillos, ya agotado de los debates y del desespero de todo, cuando se me acercó un delegatario costeño, Eduardo Verano de la Rosa, y me dijo: Lorenzo, el ministro te necesita. Me cogió de la mano y me llevó hasta donde el ministro. El ministro dijo: Queremos resolver este impasse que se ha dado. Como a nosotros también nos interesaba, nuestros asesores y su delegado, el Director de Asuntos Indígenas del Ministerio de Gobierno, se reunieron para retomar la discusión. Se recuperó algo, pero no fue como lo que habíamos ganado en los proyectos iniciales en las comisiones, subcomisiones, y en la plenaria. Los artículos 329 y 330 de la Constitución, con sus respectivos parágrafos, son el producto de esa negociación de última hora. Ni los mismos Indígenas saben que eso fue lo que pasó.


¿Qué fue lo más relevante del reconocimiento que la Constitución hace a los Pueblos Indígenas?


Los Indígenas pensamos que la diversidad fortalece, pero para que lo haga es necesario buscar caminos de convivencia en los que se acepte que no todos tenemos que pensar igual y querer lo mismo, que todos tenemos derecho a que se nos reconozca en la diferencia, a que se nos respete como somos, y se nos permita actuar en consecuencia. Y esta idea fue la que, en principio, se logró avanzar durante los 150 días de la Asamblea Nacional Constituyente. Es así como la Constitución Nacional, norma de normas, madre de todas las leyes, finalmente y por primera vez en la historia del país reconoce nuestros derechos al declarar a Colombia como una nación diversa, multiétnica, pluricultural. En su artículo séptimo, la Constitución dice:


El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana.


Como ya lo expresé, hasta entonces fuimos clasificados como menores de edad, dementes, salvajes sin derechos y susceptibles de ser castigados por no profesar el cristianismo. Y es por ese reconocimiento plasmado en la Constitución que finalmente se hizo posible despejar este panorama oscuro que nos cubrió por tantos años.


La nueva Constitución tiene unas definiciones muy importantes para nosotros, como el reconocimiento de los territorios Indígenas contenido en los artículos 286 y 287, los cuales dicen que “Son entidades territoriales, los departamentos, los distritos, los municipios, y los Territorios Indígenas”, y que éstas podrán “Gobernarse por autoridades propias”. Me parecía que eso nos daba como un instrumento para el auto-gobierno, ya que hasta entonces nos quejábamos y protestábamos por no poder hacerlo. Ahora la Constitución nos decía: Gobiérnense ustedes, y eso me parecía que era un avance. Con eso se sobre entiende que nosotros podríamos desarrollarnos de acuerdo a las características socio-culturales de cada pueblo.


Nos reconoce también el derecho a fortalecer y desarrollar nuestra propia identidad, a que se nos respeten nuestras lenguas, nuestras formas de pensar y de hacer las cosas en lo social, cultural, religioso, político, económico, a que se nos respete nuestra manera particular de concebir la justicia, el territorio y la naturaleza, y a trasmitir esta visión de las cosas a nuestros hijos, en fin, a decidir nuestros propios asuntos de acuerdo a nuestra propia cultura.


Pensando yo que estos logros en el reconocimiento de algunos de nuestros derechos se iban a convertir en realidad para los pueblos Indígenas, que las autoridades nacionales, los jueces de la república o el gobierno central, respetarían esas normas, en la noche del cuatro de julio, cuando suscribimos la Constitución, creo que fue la única vez que he entonado el himno nacional con orgullo. Parecía que por fin había un aire, que por fin había un respiro, que por fin contábamos con un instrumento para mejorar la calidad de vida de los Indígenas, de los afro-descendientes, de los campesinos, y de los sectores marginados del resto de la sociedad. Era como la expectativa, era como la gran esperanza.


Hoy, 17 años después, tengo que reconocer algunos avances. Por ejemplo, cuando yo fui gobernador de Guambía hace 23 años, el Cabildo de Guambía, el gobernador, el pueblo Guambiano, no tenían absolutamente nada. En mi mando, el gobernador cesante me entregó solamente un bastón y un sello, y no tenía un cinco, ni siquiera para la papelería para empezar a funcionar. En ese sentido ha habido algunos cambios. Pero esos mismos cambios nos han causado mucho daño también, desde el punto de vista político.


Yo tengo que reconocer que, desafortunadamente, nos hemos equivocado en pensar que todos los Indígenas de Colombia estaban al mismo nivel de organización, de trabajo y de lucha, y que todos estaban en la misma consideración de echar para adelante. Si antes habíamos recuperado las tierras sin el reconocimiento constitucional, pensé que con el instrumento de la Constitución reconocida en mano podríamos tener más posibilidades; era como la filosofía nuestra. Pero en realidad no todos los Indígenas estábamos en la misma óptica. Por eso, después de la Constituyente muchos nos quedamos a la espera de que la Constitución, los legisladores o el gobierno nos resolvieran nuestra situación. Y no fue así.


También nos desbocamos cuando empezamos a participar en la política electoral. Los que estábamos al tanto éramos plenamente conscientes de que íbamos a participar en la política electoral sabiendo que era un mal necesario. Pero eso no estaba en la mente de todos los Indígenas.


Por eso nos inclinamos más bien a la política electoral y abandonamos la lucha Indígena, que era distinta. No fuimos suficientemente capaces de entender las dos políticas: una política que era en defensa del derecho, de la madre tierra, de la identidad, de nuestros sitios sagrados, de la diversidad biológica con todos sus componentes, que era a nuestro favor. Y la otra, que era una política electoral en la que había que participar, siendo plenamente conscientes de que NO era la política Indígena. Ese fue el error de nosotros.


Además, inmediatamente después de la Constituyente tampoco fuimos capaces de dar una pedagogía constitucional, porque Colombia es muy grande, los pueblos Indígenas muy diversos, y nosotros mismos no estábamos suficientemente preparados para hacer esa pedagogía. Por eso hemos cometido errores políticos garrafales que hoy estamos tratando de enmendar, reorganizándonos, lo cual no ha sido nada fácil.


Por otra parte, yo también estaba convencido de que las autoridades nacionales, el gobierno y los legisladores, eran respetuosos de la Constitución; y en eso también me equivoqué. Como no era cualquier norma, sino una norma que los políticos y los legisladores llaman la madre de todas las leyes, norma de normas, la más alta de la pirámide, y ahí hicimos reconocer nuestros derechos, pensé que la harían respetar, pensé que la respetaría el Estado colombiano, y que con ese instrumento empezaría a mejorar nuestra calidad de vida. Pero NO FUE ASÍ. Por eso estamos en la situación que estamos.


Yo he hecho dos evaluaciones de los resultados de la Constitución de 1991 para los pueblos Indígenas: una seis años después de la Constituyente{6} y otra dieciséis años después{7}. En resumen, lo que se puede decir es que nuestra situación en los campos ha empeorado, y los desplazamientos, la persecución y la violencia han aumentado y empeorado para nuestra gente.


Lo que acabo de contarles es una historia vivida, no una historia leída en ningún texto, ni aprendida en estos planteles educativos, Y muchas gracias a todos.


Minibiografía a mayo de 2008:


El taita Lorenzo Muelas, dirigente Misak (Guambiano) ha dividido su vida entre las labores del campo y la actividad política. En 1985 fue gobernador de su pueblo, y en 1991 fue elegido como representante de los pueblos Indígenas ante la Asamblea Nacional Constituyente que elaboró la actual Constitución de Colombia. En su condición de Constituyente, presentó iniciativas tendientes a garantizar el reconocimiento de los Indígenas como ciudadanos con plenos derechos, sus derechos como pueblos, sus territorios como entidades político-administrativas de la República, sus sistemas de gobierno propios, su propia jurisdicción, sus idiomas, sus propios sistemas de educación y, en fin, su cultura toda.


Entre 1994-98 actuó como Senador de la República en representación de los pueblos Indígenas; en esa calidad presentó proyectos e impulsó y defendió iniciativas relacionadas con la defensa de la diversidad cultural y biológica en nuestro país.


Sobre estas temáticas hay varias publicaciones de sus intervenciones en reuniones nacionales e internacionales, como las Tercera, Cuarta y Quinta Conferencias de las Partes del CDB (Buenos Aires, 1996; Bratislava, 1998; Nairobi, 2000); el Foro Internacional de los Países Andinos y Amazónicos sobre Biodiversidad I y II (Leticia, 1997; Capurganá, 1998); el Foro sobre Comercio y Medioambiente (Bogotá, 1997) y otros. También existen publicados algunos documentos de su autoría, entre los que se cuentan: “Somos Patrimonio Viviente”, en Debate Cultural (Bogotá, 1995); “Las Mayorías tenemos la Palabra”, en Doble Filo, No. 2 (Bogotá, 1995); “¿Qué quiere decir protección del Conocimiento Tradicional?”, en Semillas en la Economía Campesina, No. 11 (Bogotá, 1997); “Acceso a los Recursos de la Biodiversidad y Pueblos Indígenas”, presentado en el Taller sobre Conocimiento Tradicional y Diversidad Biológica del CDB (Madrid, 1997) y publicado en Diversidad Biológica y Cultural: Retos y Propuestas desde América Latina, ed. ILSA (Bogotá, 1998); Los Hermanos Indígenas de Nigeria y las Compañías Petroleras (Bogotá, 1999); “Llamado a los Indígenas que llevarán la voz de nuestros pueblos a la COP5”, distribuido antes de la COP5 (Nairobi, 2000), y publicado en Biodiversidad, 25/26 (Montevideo, 2000).


En 2005 el Instituto Colombiano de Antropología e Historia publicó su libro La Fuerza de la Gente: Juntando recuerdos sobre la terrajería en Guambía, Colombia, cuyo lanzamiento se realizó en el contexto de la Feria Internacional del Libro de Bogotá. Se trata de un texto autobiográfico, encaminado a discutir la institución de la terrajería y el surgimiento de las luchas y movimientos Indígenas del siglo 20 en el suroccidente colombiano.


En la actualidad hace parte del Cabildo Indígena del Pueblo Guambiano, dentro del que ejerce como Gobernador, máxima investidura política dentro de la organización propia de los pueblos Indígenas en Colombia, para la cual fue elegido por su gente en el 2006.




DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS EN LOS SISTEMAS UNIVERSAL Y AMERICANO DE LOS DERECHOS HUMANOS


LUÍS EVELÍS ANDRADE CASAMA


Consejero mayor de la Organización Nacional Indígena de Colombia (ONIC)


Introducción


La historia de la relación de los pueblos Indígenas con el derecho occidental ha sido de conquista, exterminio, genocidio y resistencia. Las luchas de resistencia de los pueblos Indígenas colombianos desde la época colonial han estado fundamentadas y respaldadas por reclamos, demandas y procesos administrativos y jurisdiccionales, que antiguamente podían durar décadas y hasta cientos de años.


Colombia cuenta formalmente con una de las legislaciones Indígenas más avanzadas en el mundo, producto de luchas históricas de resistencia de los pueblos Indígenas, de la extinción de numerosos pueblos y de la dramática disminución de nuestra población, con fundamento en la aplicación de políticas de extinción, mestizaje e integración forzada. Infortunadamente, en nuestro país las leyes no se promulgan para que se cumplan sino para que se reglamenten; nuestro Estado y los dueños del poder son expertos en impedir la inclusión, la participación y la realización de los derechos de los grupos étnicos y de los trabajadores.


Los pueblos Indígenas tenemos proyectos históricos de pervivencia, fortalecimiento y reconstrucción de su identidad y culturas que nos permiten lograr con claridad, constancia, paciencia, conocimiento ancestral y lucha organizada el reconocimiento y la realización parcial de nuestros derechos.


Nuestras luchas históricas tuvieron como fruto el reconocimiento de nuestros derechos fundamentales como pueblos Indígenas en la Constitución Política de 1991, por lo cual tenemos claridad en el sentido de que en la actualidad nos corresponde continuar luchando por la defensa y protección de dichos derechos; así como por la consolidación de un Estado democrático social y de derecho, que se base en el respeto por la vida, la dignidad y la diversidad cultural y natural, como fundamentos de la convivencia pacífica entre quienes hacemos parte de la nación colombiana.


Los pueblos Indígenas acatamos y actuamos conforme a nuestra Ley de Origen, el Derecho Mayor o Derecho Propio, también valoramos los esfuerzos y el apoyo de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo Superior de la Judicatura y del Consejo de Estado en cuanto al reconocimiento y valioso desarrollo jurisprudencial de un cuerpo de subreglas para la efectiva realización de nuestros derechos fundamentales, colectivos y DD. HH, que nos apoyan en la exigibilidad de los mismos para garantizar nuestra pervivencia como Indígenas”{8}.


La información suministrada por el DAÑE, derivada del Censo General 2005, presenta una población Indígena total para Colombia de 1 378 884 personas, y una población Indígena asentada en resguardos de 933 800 personas, dato que incluye los resguardos contemporáneos, así como los históricos, de origen colonial y republicano. De acuerdo con esta información institucional, en Colombia hay 445 084 Indígenas que no poseen un territorio colectivo reconocido, quienes representan el 27% de la población Indígena nacional.


En atención a los derechos según la Ley de Origen, el derecho mayor o derecho propio y con fundamento en la ocupación histórica, reconocida desde la época colonial como Título Originario de la Propiedad Territorial Indígena en América, el Estado colombiano ha titulado en calidad de resguardos Indígenas cerca de 31 000 000 de hectáreas, en beneficio de dichos pueblos. De este total, aproximadamente 30 800 000 hectáreas corresponden a su derecho de propiedad histórica como primeros ocupantes de América y cerca de 200 000 hectáreas han sido adquiridas por el Instituto Colombiano de Reforma Agraria (Incora), y posteriormente por el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder), desde 1961 hasta la fecha.


Del total de pueblos Indígenas del país, 28 poseen menos de 500 habitantes y en su conjunto suman 6 055 personas, los cuales constituyen el 30,4% del total de pueblos y menos del 1% de la población Indígena nacional. Adicionalmente, 15 pueblos Indígenas presentan menos de 200 habitantes y 6 menos de 100.


De los 102 pueblos Indígenas de Colombia, 54, habitan en la Amazonia. De la población Indígena nacional, esta región alberga 17 285 personas, según la Asociación Latinoamericana para los Derechos Humanos (Aldhu), que corresponden al 2,32% del total, siendo el pueblo con mayor número de miembros el Uitoto con 7 840 habitantes, y el de menor doblamiento el Taiwano o Eduria, con 22 personas.


Falta de seguridad jurídica


Los pueblos Indígenas de Colombia contábamos con un marco legal formal de reconocimiento de derechos territoriales que se ha venido desestructurando y recortando, fundamentalmente a partir de la iniciativa y expedición del Gobierno nacional de las leyes de Desarrollo Rural, Forestal, la Ley aprobatoria del Tratado de Libre Comercio (TLC) con Estados Unidos y la Ley de reforma del Sistema General de Participaciones, sin haber cumplido con el derecho a la consulta previa establecida en el bloque de constitucionalidad.


Mediante estas medidas legislativas, se violan los derechos fundamentales de los pueblos Indígenas, se desconocen derechos adquiridos, se liquidan las instancias institucionales encargadas del reconocimiento de los derechos territoriales, se pretende imponer como requisito para reconocimiento de derechos la articulación de los pueblos Indígenas al modelo nacional de desarrollo, la aceptación de los megaproyectos y de los monocultivos en el marco del Plan Nacional de Desarrollo y de la Política de Seguridad Democrática, que protege especialmente a sectores narcotraficantes y paramilitares de las distintas regiones.


Recientemente, Colombia se abstuvo de aprobar la Declaración de los Derechos de los Pueblos Indígenas de la ONU. Igualmente, el Estado colombiano objetó el reconocimiento de los derechos a la autodeterminación, al territorio y a los recursos naturales, en el ámbito de la discusión del Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas en la OEA.


Como es de público conocimiento, la firma del TLC entre Colombia y los Estados Unidos implica la sujeción de la normatividad colombiana a la norteamericana. La única salvaguarda de los derechos de los pueblos Indígenas es la vigencia del Convenio 169 de la OIT, aprobado por Colombia mediante la Ley 21 de 1991. Colombia puede denunciar la vigencia del Convenio en el 2010, con lo cual se abriría la puerta a la modificación de los derechos territoriales reconocidos en el bloque de constitucionalidad, en detrimento de los derechos de los pueblos Indígenas. En relación con los problemas que se susciten sobre el particular, carecen de competencia las autoridades nacionales para tramitarlos y resolverlos.


Ley de Origen - derecho ancestral de los pueblos indígenas


Nuestros derechos como pueblos Indígenas nacen desde el origen con nuestra existencia y la garantizan; son integrales y colectivos, hacen parte de un mundo propio, reflejan nuestra identidad étnica y cultural, y determinan las formas y el respeto para relacionarnos entre nosotros, con la naturaleza, los espíritus y con los demás seres vivos que nos acompañan.


Por eso, cuando hablamos de derechos de los pueblos Indígenas, tenemos que comenzar por lo primero y propio: nuestra Ley de Origen, nuestro derecho mayor o derecho propio, que nos asiste y otorga identidad. Son nuestras leyes, formas de gobierno y justicia propias.


La Ley de Origen es la ciencia tradicional de la sabiduría y el conocimiento ancestral Indígena, para el manejo de todo lo material y espiritual, cuyo cumplimiento garantiza el equilibrio y la armonía de la naturaleza, el orden y la permanencia de la vida, del universo y de nosotros como pueblos Indígenas, guardianes de la naturaleza; regula las relaciones entre los seres vivientes desde las piedras hasta el ser humano, en la perspectiva de la unidad y la convivencia en los territorios ancestrales legados desde la materialización del mundo.


Ñuestra concepción de universo es integral. La integralidad territorial y política es la máxima connotación ancestral de nuestros pueblos, que se sustenta en la misión de protección y conservación, acciones que nuestras autoridades deben ejercer y cumplir. Todos los elementos del territorio son portadores de vida y se constituyen en principio de vida entre todo lo existente, visto desde el orden social y político, como también desde la visualización profunda del pensamiento y del espíritu.


La búsqueda del conocimiento es una necesidad para la solución de los problemas comunes de la gente: problemas de la tierra, de la comida, entre la gente, de gobierno y control.


Nuestros principios son nuestros fundamentos: el saber y el conocimiento, la Tierra, la vida, la armonía, la Ley de Origen, el territorio, la economía propia, el idioma ancestral.


Nuestros principios son nuestros valores: las prácticas espirituales tradicionales, el respeto a los sitios sagrados, el respeto y la obediencia a las autoridades tradicionales, la tradición oral, el respeto y el orden, la unidad, el servicio y la solidaridad; los alimentos propios, la integridad personal, la mujer: madre tierra, y el hombre: padre árbol.


Fundamentos legales


Desde el origen, los padres y las madres sufrieron la fragilidad y la tentación del desorden provocado por la ambición y el placer. Desde entonces se produjeron los castigos y los males para la reconstrucción del desorden. Ellos fueron los primeros en ser penalizados y luego exigieron que la gente infractora de la ley debía ser castigada y obligada a restituir en la parte espiritual y en la parte material, la ley u orden del agua, la ley u orden de la tierra, la ley u orden del aire, la ley u orden del calor o fuego, el orden de los animales, el orden de los vegetales.


El orden en su forma natural, postulado desde el origen, son las lluvias, el temblor, el huracán, el verano, la enfermedad y otros que se derivan de estos (OÑIC, s/f).


Derechos de los pueblos indígenas en los sistemas internacionales de derechos humanos


Siguiendo a Cletus Gregor Barié, en su libro Pueblos Indígenas y derechos constitucionales en América Latina: un panorama, vemos que


hasta nuestros días: 300 millones de nativos (miembros de 5.500 etnias) están esparcidos por más de 70 países. Alrededor del diez por ciento de la población latinoamericana pertenece a sus comunidades; y el número total de sus integrantes (cerca de 50 millones) se ha estabilizado desde hace años (cfr. Burger, 1992: 8-9; Heintze, 1995:7; Matos Mar, 1993: 158; Stavenhagen, 1992: 66-68). “A pesar del peligro de extinción inminente que amenaza a numerosas etnias minoritarias del continente, la tendencia al crecimiento del conjunto de los pueblos indios es cada vez mayor” (2003:24).


Los sistemas internacionales de derechos humanos: paseo por un laberinto documental


La dimensión internacional de los derechos Indígenas se expresa, principalmente, en convenios, acuerdos y resoluciones de organismos supranacionales como la Organización de las Naciones Unidas. También incluye controversias y aportaciones teóricas, como el conocido “Estudio del problema de la discriminación contra las poblaciones Indígenas” del ecuatoriano José Martínez Cobo, elaborado en 1986 para la ONU (Barié, 2003:52).


La protección de minorías, como indica Lerner (1991), no es, de ninguna manera, un fenómeno de la época contemporánea. Desde el siglo XVI se estipulaban cláusulas especiales en tratados bilaterales que aseguraban el libre ejercicio religioso. Posteriormente, bajo la vigencia de los tratados de Versalles, regía el sistema de protección de las minorías de la Liga de las Naciones entre 1919 y 1939, un orden legal establecido como medio de distensión en el complejo paisaje étnico nacional que presentaba Europa entre las dos guerras. Este organismo imponía restricciones a la soberanía de los Estados miembros con vistas a la protección de ciertos derechos fundamentales de los grupos minoritarios: el uso del idioma materno en relaciones privadas y ante los tribunales, el establecimiento de centros educativos propios y la transmisión de una parte equitativa del gasto estatal (Barié, 2003:53).


La protección de minorías propuestas por la Liga según la opinión mayoritaria de los especialistas, fracasó rotundamente al estallar la segunda guerra mundial en 1939, aunque heredó ideas sumamente importantes al derecho internacional, como el concepto de la autodeterminación de los pueblos y del equilibrio pacífico entre las naciones (cfr. Stopp 1994:21-22; Lowe, 1995: 235-240). En este contexto, quizás no sea fortuito que una de las agencias más eficaces de la Liga en la década de los veinte, defienda actualmente la posición más avanzada respecto de los derechos colectivos: la Organización Internacional del Trabajo (OTI), fundada en 1919. Empero, el panorama de los derechos Indígenas a escala internacional -una materia propia sobre la que ya existe una amplia bibliografía especializada- no resulta tan desfavorable. En términos generales, podemos distinguir entre dos tipos de entidades internacionales: el sistema universal de los derechos humanos, dirigido por las Naciones Unidas (y por otras entidades internacionales), y el subsistema de las organizaciones regionales en Europa, América y África (Barié, 2003:53).


En el umbral del derecho colectivo: la Organización de las Naciones Unidas


La Organización de las Naciones Unidas (OÑU), fundada en 1945, como institución sucesora de la Liga de las Naciones, ha ido definiendo a lo largo de los últimos cincuenta años un régimen internacional de los derechos humanos, que también afecta a los pueblos Indígenas. La Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 constituye la piedra angular de este organismo, y, aunque no es un instrumento vinculatorio -es decir, no tiene fuerza legal- algunos de sus preceptos como la igualdad, la no discriminación, son normas morales de carácter casi obligatorio cuya no vigilancia implica un costo político muy alto. El mérito principal de la Declaración en relación con los habitantes aborígenes consiste, sin duda, en planear (más como sugerencia que como un postulado consecuente) la existencia de derechos fundamentales universales, -principalmente legados de la Revolución francesa y la Independencia norteamericana-, que sobrepasan el marco nacional: “La justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana (preámbulo)” (Barié, 2003:53-54).


La OIT: el viaje de un convenio por el mundo


La entidad más destacada en esta área, sin embargo, ha sido la Organización Internacional de Trabajo (ILO, por sus siglas en inglés), una dependencia especializada de la ONU, que se ocupa de cuestiones del derecho laboral, de la pobreza extrema, tecnológica o subdesarrollo.


¿Cuáles son los puntos más trascendentales de este documento como referencia indispensable en cualquier discusión legal? Esta resolución transforma el pensamiento jurídico porque recoge las aportaciones de la antropología moderna y de algunas experiencias constitucionales como las de Brasil (1988) y Nicaragua (1987). La identidad Indígena se define principalmente por el criterio de la conciencia (Convenio 169, art. 1, 2), una propuesta que remite al mencionado Estudio del problema de la discriminación contra las poblaciones Indígenas de Martínez Cobo (art. 369). Además, las comunidades son consideradas pueblos, aunque con la importante restricción de que la utilización de este término “no deberá interpretarse en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos que pueda conferirse a dicho término en el derecho internacional” (art. 1.3).


El Convenio 169 exhibe otros adelantos conceptuales, al declarar, por ejemplo, que los Indígenas merecen protección especial como grupo cultural: la acción estatal, según el artículo 2.2, debe ayudar “a los miembros de los pueblos interesados a eliminar las diferencias socioeconómicas que puedan existir entre los miembros Indígenas y los demás miembros de la comunidad nacional, de una manera compatible con sus aspiraciones y formas de vida”.


También aparece el novedoso principio de coordinación y participación de los Indígenas en todas las cuestiones que les puedan afectar, especialmente en los planes regionales de crecimiento económico:


Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que este afecte a sus vidas, creencias institucionales y bienestar espiritual, y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera; y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente (Convenio 169, art. 7.1).


Este principio -el cual se ha plasmado hasta el momento en seis constituciones latinoamericanas (Argentina, Brasil, Colombia, Ecuador, Ñicaragua, Venezuela)- constituye hoy una reivindicación fundamental de las organizaciones Indígenas, ya que la explotación descontrolada de los recursos naturales en sus territorios ha provocado efectos devastadores.


El establecimiento de la educación plurilingüe y multicultural, por otra parte, aunque no formulado en un lenguaje actualizado, es otra novedad de este documento internacional (Convenio 169, art. 27 y 28). Otro detalle modificado del tratado anterior consiste en la ampliación del concepto tierra, englobando todo el espacio de reproducción cultural y física de los aborígenes: “La utilización del término ‘tierras’ [...] deberá incluir el concepto de territorios, lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera” (art. 13, 2).


Más adelante, el Convenio vuelve sobre este punto:


Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan. Además, en los casos apropiados, deberán tomarse medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades tradicionales y de subsistencia (14.1).


El Convenio 169, en conclusión, brinda un instrumento legal internacional congruente y -aunque imperfecto y algo ambiguo en la terminología (en cuanto al concepto de la autodeterminación de los pueblos Indígenas, por ejemplo)- rebasa ampliamente los estrechos límites legales propuestos por el legalismo individualista del sistema de la ONU. Naturalmente, esta resolución de la OIT también está sujeta a propuestas de modificación y críticas: no se opone con suficiente vehemencia a la privatización del campo, omite el tema de la propiedad intelectual y, además, evita expresiones jurídicas demasiado comprometedoras: en vez de autonomía y administración propia de la justicia, habla entonces de respeto de las prácticas e instituciones y de “métodos de control social a los que los pueblos interesados recurren tradicionalmente para la represión de los delitos”. Curiosamente, uno de los grandes defectos de este Convenio, la ausencia de la participación de los Indígenas en la verificación de la eficacia, fue señalado por el director de esta oficina para el área de América Central y Panamá -una capacidad de autocrítica que también se observará en la entrevista con Lee Swepston al final de este apartado-:


Según mi opinión, su vicio original más serio es que tampoco prevé ninguna participación de los mismos pueblos Indígenas en el control de su aplicación. La OIT reconoce esas y otras fallas y faltas en el Convenio” (Chambres, 1997 citado en Barié, 2003:60).


Derechos colectivos y derechos humanos


La historia de las luchas de los pueblos Indígenas está íntimamente relacionada con la necesidad de defender y reivindicar la propiedad privada colectiva de sus territorios ancestrales, el reconocimiento y la protección de su identidad cultural y su autonomía como grupos étnicos Indígenas.


En este camino hemos conquistado derechos étnicos, los que a su vez están respaldados por los sistemas universal y americano de los derechos humanos, por cuanto están centrados en la dignidad humana, entendida como aquello “que hace a los seres humanos merecedores de respeto y estimación de los demás y de sí mismos; y en la libertad, la igualdad, la propiedad, la seguridad y la autonomía o resistencia a la opresión, como lo expresó la primera Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano, proclamada en Francia en 1789” (Consejería Presidencial para los Derechos Humanos, 1993.


Los derechos humanos son un ideal común de la humanidad. Los Estados deben, mediante la enseñanza y la educación, garantizar el reconocimiento y el respeto a estos derechos y libertades, y asegurar, mediante medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos. Son reconocidos como legítimos por la comunidad internacional y, en este sentido, se consideran universales e inalienables, porque no se puede renunciar a estos, imprescriptibles, porque no expiran ni se agotan con el tiempo, e indivisibles e interdependientes, porque ninguno es más importante que el otro, y porque la violación de uno, significa la violación de los otros.
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